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1. Introducción 

A dos décadas de la promulgación de la Ley 28736, Ley para la protección de 

Pueblos Indígenas u Originarios en Situación de Aislamiento y en Situación 

de Contacto Inicial (en adelante, Ley PIACI), el Estado peruano ha consolidado 

una paradoja sistémica. Mientras que la arquitectura legal se ha sofisticado 

en el papel, la realidad territorial de los pueblos aislados revela un escenario 

de vulnerabilidad extrema que no es producto del azar o la ineficiencia, sino 

de una política de abandono calculado1. 

La premisa de este balance es que el Poder Ejecutivo ha operado la Ley PIACI 

de manera ineficaz, transformando el reconocimiento de derechos en un 

proceso burocrático que facilita la superposición de actividades extractivas2. 

Esta inacción estatal configura lo que la doctrina especializada, como el 

investigador Miguel Barboza3, conceptualiza como etnocidio, es decir, la 

destrucción sistemática de las condiciones culturales y los modos de vida de 

estos pueblos. Sin embargo, en términos penales, también nos enfrentamos 

a lo que puede denominarse como genocidio por omisión. Esta severa 

calificación no responde a una figura retórica, sino a un estándar jurídico 

advertido desde los orígenes de la norma, como es el Proyecto de Ley de 

20054 —elaborado por la Comisión Especial del Poder Ejecutivo con 

 
1 Congreso de la República (2006). Ley 28736. Ley para la protección de pueblos indígenas u originarios en situación de 

aislamiento y en situación de contacto inicial. Plataforma digital única del Estado Peruano. Recuperado de: 

https://www.gob.pe/institucion/congreso-de-la-republica/normas-legales/2943964-28736 
2 El Estado aún no termina de cumplir orden judicial dictada hace 6 ..., fecha de acceso: febrero 26, 2026, 

https://www.idl.org.pe/el-estado-aun-no-termina-de-cumplir-orden-judicial-dictada-hace-6-anos-en-favor-de-

pueblos-indigenas-en-aislamiento/ 
3 Barboza López, M. Á. (2019). Etnocidio y pueblos indígenas en aislamiento voluntario y contacto inicial. LP Pasión por 

el Derecho. Recuperado de: https://lpderecho.pe/etnocidio-pueblos-indigenas-aislamiento-voluntario-contacto-

inicial/ 
4 Asociación Interétnica de Desarrollo de la Selva Peruana [AIDESEP]. (2008). Informe especializado de las 

obligaciones del Estado Peruano sobre la protección de los pueblos indígenas en aislamiento y en contacto inicial de la 

https://www.gob.pe/institucion/congreso-de-la-republica/normas-legales/2943964-28736
https://www.idl.org.pe/el-estado-aun-no-termina-de-cumplir-orden-judicial-dictada-hace-6-anos-en-favor-de-pueblos-indigenas-en-aislamiento/
https://www.idl.org.pe/el-estado-aun-no-termina-de-cumplir-orden-judicial-dictada-hace-6-anos-en-favor-de-pueblos-indigenas-en-aislamiento/
https://lpderecho.pe/etnocidio-pueblos-indigenas-aislamiento-voluntario-contacto-inicial/
https://lpderecho.pe/etnocidio-pueblos-indigenas-aislamiento-voluntario-contacto-inicial/
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participación de AIDESEP—, que establecía expresamente en su artículo 15 

que el Ministerio Público debía formalizar denuncia penal por el delito de 

genocidio cuando se produjera la “eliminación física total o parcial de un 

pueblo indígena en aislamiento [...] por incumplimiento flagrante de la 

normatividad sobre la materia”. Al evadir la implementación de salvaguardas 

territoriales e inmunológicas frente al avance extractivo, el Estado propicia 

hoy la desaparición sistemática que dicha tipificación buscaba evitar; sin 

embargo, frente a este escenario de desprotección y a la creciente simbiosis 

entre el extractivismo formal y las economías criminales, el movimiento 

indígena —liderado por AIDESEP, ORPIO, ORAU y CORPIAA—, en alianza 

técnica y legal con el Instituto de Defensa Legal (en adelante, IDL), ha 

trasladado la exigibilidad de esta norma a la jurisdicción constitucional a 

través del litigio estratégico. 

Si bien el Estado mantiene una omisión en su deber de control territorial, 

tolerando el avance de economías ilegales y la superposición de intereses 

extractivos —lo cual materializa el referido genocidio por omisión—, el litigio 

estratégico ha comenzado a revertir esta ineficacia normativa. El presente 

balance busca demostrar cómo, frente a las barreras administrativas y el 

reiterado incumplimiento por parte del Poder Ejecutivo, la tutela de los 

derechos de los PIACI ha transitado del mero petitorio administrativo hacia 

la exigibilidad de mandatos jurisdiccionales vinculantes5. 

2. La Comisión Multisectorial: de instancia técnica a 

mecanismo de veto administrativo 

Es necesario reconocer que la Comisión Multisectorial —operativa desde el 

año 2007 tras la reglamentación de la Ley PIACI— ha sido el canal 

institucional mediante el cual se lograron hitos innegables para la 

supervivencia de los aislados, concretando la categorización y creación de las 

Reservas Indígenas Isconahua, Mashco Piro, Murunahua, Yavarí Tapiche, 

Kakataibo Norte y Sur, y, más recientemente, Sierra del Divisor Occidental6. 

 
"Reserva Territorial Kugapakori, Nahua, Nanti y otros". Lima: AIDESEP, p. 72. 

https://dar.org.pe/archivos/publicacion/24_informe_rtnk.pdf  
5 Idem 
6 Cabe precisar que las reservas Yavarí Tapiche y Kakataibo Norte y Sur fueron creadas de origen bajo este 

reglamento (aprobadas mediante el Decreto Supremo N° 007-2021-MC, publicado en el Diario Oficial El Peruano el 

10 de abril de 2021, y el Decreto Supremo N° 015-2021-MC, publicado el 22 de julio de 2021, respectivamente). 

Por su parte, las reservas Isconahua, Mashco Piro y Murunahua ya existían desde los años noventa bajo la figura 

de "Reservas Territoriales" (creadas sectorialmente por Agricultura); no obstante, fue la Comisión Multisectorial la 

que evaluó sus estudios y las adecuó oficialmente a la categoría de "Reservas Indígenas" mediante el Decreto 

Supremo N° 007-2016-MC, publicado en el Diario Oficial El Peruano el 24 de julio de 2016, integrándolas al 

régimen de protección estricta de la Ley N° 28736. 

https://dar.org.pe/archivos/publicacion/24_informe_rtnk.pdf
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Sin embargo, es imperativo precisar que estos avances rara vez nacieron de 

una voluntad protectora proactiva o de oficio por parte del Estado; por el 

contrario, fueron conquistas arrancadas mediante la incidencia del 

movimiento indígena y el cumplimiento forzado de mandatos judiciales —

como la histórica sentencia del Cuarto Juzgado Constitucional de Lima en 

20197— que obligaron a la Comisión a salir de su letargo administrativo para 

cumplir con su deber originario. 

A pesar de estos hitos históricos, la realidad actual evidencia una grave 

desnaturalización de este órgano, lo que configura uno de los mayores 

retrocesos en la aplicación de la Ley PIACI. Lejos de ser un espacio técnico-

científico garante de derechos, este órgano se ha convertido en un 

mecanismo de veto en el que derechos fundamentales —como la vida y el 

territorio ancestral— son sometidos a votación por sectores con intereses 

comerciales directos8. 

El caso de la Reserva Indígena Yavarí Mirim es el ejemplo más crudo de esta 

perversión jurídica, pues, durante la Sesión N.º 38 de la Comisión 

Multisectorial, en el 2025, a pesar de existir 113 evidencias antropológicas 

recientes que confirmaban la presencia de los pueblos Matsés, Matis y otros, 

la comisión desaprobó los Estudios Adicionales de Categorización (en 

adelante, EAC), rechazando la creación de la reserva con 8 votos en contra. 

Este bloqueo fue liderado por un bloque proextractivo compuesto por el 

Ministerio de Desarrollo Agrario y Riego (MIDAGRI), el Gobierno Regional de 

Loreto (GOREL) y municipalidades locales, bajo el falaz argumento de no 

"obstruir el desarrollo"9. 

Frente a este atropello administrativo, las organizaciones indígenas 

representativas, como AIDESEP y ORPIO, evidenciaron que el acta de dicha 

sesión adolecía de graves vicios y presentaron un recurso de nulidad10 ante 

el Ministerio de Cultura amparados en la Ley de Procedimiento 

Administrativo General, Ley 27444. El rechazo técnico de Yavarí Mirim fue un 

 
7 Instituto de Defensa Legal [IDL]. (2019). Poder Judicial ordena creación de reservas para indígenas en aislamiento. 

IDL. https://www.idl.org.pe/poder-judicial-ordena-creacion-de-reservas-para-indigenas-en-aislamiento-2/ 
8 Servindi. (5 de septiembre de 2025). Gob. bloquea Reserva Yavarí Mirim y condena a aislados. Servindi. Recuperado 

de: https://www.servindi.org/seccion-pueblos-indigenas-actualidad-noticias/05/09/2025/gobierno-bloquea-

reconocimiento-de-reserva 
9 Ministerio de Cultura. (2026). Los PIACI son peruanos como tú. Plataforma digital única del Estado Peruano. 

Recuperado de: https://www.gob.pe/institucion/cultura/campa%C3%B1as/38597-los-piaci-son-peruanos-como-tu 
10 Abya Yala Soberana. (2026). Economías ilegales asedian a pueblos en aislamiento. Abya Yala Soberana. 

Recuperado de: https://abyayalasoberana.org/noticias/plurinacionales/economias-ilegales-asedian-a-pueblos-en-

aislamiento/ 

https://www.idl.org.pe/poder-judicial-ordena-creacion-de-reservas-para-indigenas-en-aislamiento-2/
https://www.servindi.org/seccion-pueblos-indigenas-actualidad-noticias/05/09/2025/gobierno-bloquea-reconocimiento-de-reserva
https://www.servindi.org/seccion-pueblos-indigenas-actualidad-noticias/05/09/2025/gobierno-bloquea-reconocimiento-de-reserva
https://www.gob.pe/institucion/cultura/campa%C3%B1as/38597-los-piaci-son-peruanos-como-tu
https://abyayalasoberana.org/noticias/plurinacionales/economias-ilegales-asedian-a-pueblos-en-aislamiento/
https://abyayalasoberana.org/noticias/plurinacionales/economias-ilegales-asedian-a-pueblos-en-aislamiento/
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absurdo antropológico y un acto de rebeldía frente a un mandato judicial 

previo del Cuarto Juzgado Constitucional de Lima en 2019, que ya ordenaba 

al Estado avanzar urgentemente con su protección, sentencia que fue 

ratificada por la Primera Sala Constitucional de Lima. 

Desde la óptica del derecho internacional, esta estructura de votación rompe 

de manera flagrante con el control de convencionalidad. Someter la 

existencia misma de un pueblo a la voluntad de ministerios productivos, 

como el de Energía y Minas o Agricultura, otorga a los lobbies corporativos el 

poder de decidir quién tiene derecho a existir y quién no. La ausencia 

estratégica en las votaciones de ministerios garantes como Salud, Educación 

o Ambiente parece una renuncia deliberada del Estado a su deber de 

custodia frente a los derechos humanos más elementales. 

3. Mora inconstitucional y tutela jurisdiccional: el 

incumplimiento de sentencias en la Amazonía 

El balance de estas dos décadas evidencia que la obtención de sentencias 

constitucionales estimatorias no garantiza una protección material 

inmediata, lo cual exige un monitoreo jurisdiccional permanente. Desde el 

año 2019, existe un mandato del Cuarto Juzgado Constitucional de Lima que 

ordena la culminación urgente del proceso de categorización de cinco 

reservas a favor de pueblos indígenas en la región Loreto11. No obstante, 

siete años después de emitido el fallo, el Ministerio de Cultura mantiene una 

situación de reiterado incumplimiento respecto al mandato judicial que exige 

la protección de las reservas Napo-Tigre y Yavarí Mirím12. 

Este incumplimiento sistemático materializa un estado de desprotección 

estructural. Al dilatar los procedimientos administrativos de categorización 

por más de dos décadas —existiendo solicitudes pendientes de atención 

desde el año 2003—, el Estado habilita, por vía de inacción, la superposición 

de derechos a favor de terceros tales como concesiones forestales y lotes de 

hidrocarburos, así como el avance de actividades ilícitas sobre las áreas en 

trámite. En términos específicos, la actuación del Ministerio de Cultura 

 
11Ministerio de Cultura. (2025). Plan de Protección de la Reserva Indígena Isconahua (2025-2029). Plataforma digital 

única del Estado Peruano. Recuperado de: 

https://transparencia.cultura.gob.pe/sites/default/files/transparencia/2025/05/resoluciones-

ministeriales/rm000133-2025-mc-anexo.pdf 
12 Business & Human Rights Resource Centre. (2022). Perú: Juez civil suspende adjudicación de concesiones forestales 

en Loreto para proteger pueblos indígenas. Recuperado de:  https://www.business-

humanrights.org/es/%C3%BAltimas-noticias/per%C3%BA-juez-civil-suspende-adjudicaci%C3%B3n-de-

concesiones-forestales-en-loreto-para-proteger-pueblos-ind%C3%ADgenas/  

https://transparencia.cultura.gob.pe/sites/default/files/transparencia/2025/05/resoluciones-ministeriales/rm000133-2025-mc-anexo.pdf
https://transparencia.cultura.gob.pe/sites/default/files/transparencia/2025/05/resoluciones-ministeriales/rm000133-2025-mc-anexo.pdf
https://www.business-humanrights.org/ar/%D8%A3%D8%AD%D8%AF%D8%AB-%D8%A7%D9%84%D8%A3%D8%AE%D8%A8%D8%A7%D8%B1/per%C3%BA-juez-civil-suspende-adjudicaci%C3%B3n-de-concesiones-forestales-en-loreto-para-proteger-pueblos-ind%C3%ADgenas/
https://www.business-humanrights.org/es/%C3%BAltimas-noticias/per%C3%BA-juez-civil-suspende-adjudicaci%C3%B3n-de-concesiones-forestales-en-loreto-para-proteger-pueblos-ind%C3%ADgenas/
https://www.business-humanrights.org/es/%C3%BAltimas-noticias/per%C3%BA-juez-civil-suspende-adjudicaci%C3%B3n-de-concesiones-forestales-en-loreto-para-proteger-pueblos-ind%C3%ADgenas/
https://www.business-humanrights.org/es/%C3%BAltimas-noticias/per%C3%BA-juez-civil-suspende-adjudicaci%C3%B3n-de-concesiones-forestales-en-loreto-para-proteger-pueblos-ind%C3%ADgenas/
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trasciende la mera ineficacia administrativa para configurar una grave “mora 

inconstitucional”. Esta dilación injustificada vacía de contenido el objeto y fin 

de la Ley PIACI, facilitando el despojo territorial de estas poblaciones en 

situación de extrema vulnerabilidad. 

Frente a esta inacción estatal, el litigio constitucional estratégico ha recurrido 

a la tutela jurisdiccional para salvaguardar los territorios en trámite. Un 

precedente jurisprudencial relevante en 2025 ha sido la emisión de una 

sentencia judicial que declara la omisión del Estado en aprobar una política 

nacional de titulación como un «estado de cosas inconstitucional». Este fallo 

resulta fundamental para la eficacia de la Ley PIACI, pues reafirma 

explícitamente la prohibición absoluta de otorgar concesiones forestales o 

títulos habilitantes en áreas habitadas por PIACI o en aquellas que se 

encuentren en trámite para su categorización como reservas indígenas, 

garantizando la seguridad jurídica y territorial de estas poblaciones 

altamente vulnerables13. 

Asimismo, la demora estatal ha sido aprovechada por grupos antiderechos 

para intentar boicotear las reservas, pero han sido derrotados en los 

tribunales. En el caso de la Reserva Napo-Tigre, la Federación de 

Comunidades Nativas del Alto Curaray y Arabela (FECONACA) interpuso 

demandas de amparo, con Expediente N.º 07179-202214, en Lima y otra en la 

Corte de Loreto, para anular el Decreto Supremo N.° 010-2022-MC, que 

reconoce la existencia de PIACI en la reserva indígena solicitada Napo Tigre, 

con el fin de subordinar la reserva a intereses económicos. Gracias a la 

intervención de las organizaciones indígenas y aliados, el Poder Judicial, tanto 

el Noveno Juzgado Constitucional de Lima como el Segundo Juzgado Civil de 

Loreto, declararon infundadas e improcedentes estas pretensiones, 

salvando el reconocimiento de los aislados. 

Finalmente, frente a las amenazas de desprotección y el negacionismo 

jurídico impulsado desde los gobiernos subnacionales, el litigio estratégico 

ha escalado hasta el máximo intérprete de la Constitución para establecer 

límites infranqueables. Un hito jurisprudencial de este esfuerzo es la reciente 

 
13 Instituto de Defensa Legal. (2025). Poder Judicial de Perú declara inconstitucional falta de política nacional para 

titular territorios de comunidades nativas. IDL. Recuperado de: https://www.idl.org.pe/poder-judicial-peru-declara-

inconstitucional-falta-de-politica-nacional-para-titular-territorios-de-comunidades-nativas/ 
14 Asociación Interétnica de Desarrollo de la Selva Peruana. (2023). Loreto: organizaciones defienden existencia de 

pueblos indígenas aislados y creación de la Reserva Indígena solicitada Napo Tigre y Afluentes. 

https://aidesep.org.pe/noticias/loreto-aidesep-y-orpio-defienden-existencia-de-pueblos-indigenas-aislados-y-

creacion-de-la-reserva-indigena-solicitada-napo-tigre-y-afluentes/ 

https://www.idl.org.pe/poder-judicial-peru-declara-inconstitucional-falta-de-politica-nacional-para-titular-territorios-de-comunidades-nativas/
https://www.idl.org.pe/poder-judicial-peru-declara-inconstitucional-falta-de-politica-nacional-para-titular-territorios-de-comunidades-nativas/
https://aidesep.org.pe/noticias/loreto-aidesep-y-orpio-defienden-existencia-de-pueblos-indigenas-aislados-y-creacion-de-la-reserva-indigena-solicitada-napo-tigre-y-afluentes/
https://aidesep.org.pe/noticias/loreto-aidesep-y-orpio-defienden-existencia-de-pueblos-indigenas-aislados-y-creacion-de-la-reserva-indigena-solicitada-napo-tigre-y-afluentes/
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sentencia del Tribunal Constitucional (2025) que declaró inconstitucional la 

Ordenanza Municipal N.º 006-2023-MPU, emitida por la Municipalidad 

Provincial de Ucayali-Contamana. Dicha norma pretendía proscribir la 

creación de reservas PIACI dentro de su jurisdicción y negar expresamente la 

existencia de estos pueblos. Ante la demanda de inconstitucionalidad 

promovida por el Colegio de Sociólogos de Lima y Callao —con AIDESEP en 

calidad de litisconsorte y la defensa técnica del IDL—, el colegiado expulsó la 

ordenanza del ordenamiento jurídico. Este fallo consolida un criterio 

fundamental: ninguna autoridad subnacional posee competencia para 

vulnerar derechos fundamentales, desconocer el marco normativo de 

protección o usurpar las facultades exclusivas de reconocimiento y 

categorización que ostenta el Gobierno Nacional15. 

En suma, la vulneración del Estado Constitucional de Derecho, generada por 

la omisión sistemática del Poder Ejecutivo, está siendo revertida mediante 

una sólida estrategia de litigio impulsada por las organizaciones indígenas 

representativas. Esta defensa articulada ha logrado consolidar precedentes 

jurisprudenciales fundamentales para la tutela de los derechos de PIACI. De 

este modo, la «mora inconstitucional» ha dejado de tolerarse en sede 

administrativa para ser combatida a través de mandatos jurisdiccionales 

vinculantes, los cuales exigen al Estado el saneamiento físico-legal de los 

territorios amazónicos como garantía indispensable para la supervivencia de 

estos pueblos. 

4. Desprotección territorial, economías ilícitas y tutela 

jurisdiccional frente a la superposición de derechos 

El negacionismo de la existencia de los PIACI16 no es producto de la 

ignorancia, sino una estrategia para asegurar el acceso a recursos 

naturales17. Este discurso, promovido por figuras políticas18 y gobiernos 

 
15 Instituto de Defensa Legal. (2025). TC declara inconstitucional ordenanza municipal que negaba la existencia de 

pueblos indígenas en aislamiento. Recuperado de: https://www.idl.org.pe/tc-declara-inconstitucional-ordenanza-

municipal-que-negaba-la-existencia-de-piaci-pueblos-indigenas-en-aislamiento/ 
16 Organización Regional de los Pueblos Indígenas del Oriente. (2022). Gobierno Regional de Loreto llama a 

desconocer la Ley PIACI. ORPIO. Recuperado de: https://www.orpio.org.pe/gobierno-regional-de-loreto-llama-a-

desconocer-la-ley-piaci/  
17 Ezerskii, T. (2025). TC frena ordenanza que negaba la existencia de los PIACI en Ucayali: ¿quiénes son estos pueblos y 

por qué están en riesgo? Infobae. Recuperado de: https://www.infobae.com/peru/2025/06/02/tc-frena-ordenanza-

que-negaba-la-existencia-de-los-piaci-en-ucayali-quienes-son-estos-pueblos-y-por-que-estan-en-riesgo/  
18 Tuesta Vargas, P. (2023). En menos de un año se iniciaron cinco acciones judiciales para desconocer a pueblos 

indígenas en aislamiento. Convoca.pe. Recuperado de: https://convoca.pe/agenda-propia/en-menos-de-un-ano-se-

iniciaron-cinco-acciones-judiciales-para-desconocer-pueblos  

https://www.idl.org.pe/tc-declara-inconstitucional-ordenanza-municipal-que-negaba-la-existencia-de-piaci-pueblos-indigenas-en-aislamiento/
https://www.idl.org.pe/tc-declara-inconstitucional-ordenanza-municipal-que-negaba-la-existencia-de-piaci-pueblos-indigenas-en-aislamiento/
https://www.orpio.org.pe/gobierno-regional-de-loreto-llama-a-desconocer-la-ley-piaci/
https://www.orpio.org.pe/gobierno-regional-de-loreto-llama-a-desconocer-la-ley-piaci/
https://www.infobae.com/peru/2025/06/02/tc-frena-ordenanza-que-negaba-la-existencia-de-los-piaci-en-ucayali-quienes-son-estos-pueblos-y-por-que-estan-en-riesgo/
https://www.infobae.com/peru/2025/06/02/tc-frena-ordenanza-que-negaba-la-existencia-de-los-piaci-en-ucayali-quienes-son-estos-pueblos-y-por-que-estan-en-riesgo/
https://convoca.pe/agenda-propia/en-menos-de-un-ano-se-iniciaron-cinco-acciones-judiciales-para-desconocer-pueblos
https://convoca.pe/agenda-propia/en-menos-de-un-ano-se-iniciaron-cinco-acciones-judiciales-para-desconocer-pueblos
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regionales19, busca deslegitimar las evidencias científicas para declarar los 

territorios como "vacíos". Sin embargo, esta estrategia de invisibilización no 

es nueva. Tal como lo ha denunciado el colectivo de jóvenes indígenas Tsiuni 

a través de una histórica demanda de Hábeas Corpus, presentada en el 

Juzgado de Nauta en octubre de 2025, las atrocidades del pasado se repiten: 

la misma lógica que justificó el holocausto indígena durante la época del 

caucho hoy sostiene el despojo por la madera, el petróleo y los minerales en 

territorios PIACI. 

Existe una simbiosis letal entre el extractivismo legal y la economía criminal, 

mientras el Servicio Nacional Forestal y de Fauna Silvestre (SERFOR) defiende 

la validez de concesiones madereras superpuestas a reservas en trámite, y el 

propio Congreso intentó legalizar la deforestación masiva mediante la Ley 

31973, conocida como la "ley antiforestal", el vacío de control estatal facilita 

la entrada del narcotráfico y la tala ilegal. Estos territorios se convierten en 

"zonas de sacrificio" donde la violencia es tercerizada20. Afortunadamente, el 

Tribunal Constitucional, con Expediente N.º 00002-2024-AI, declaró 

inconstitucionales las disposiciones transitorias de dicha ley que vulneraban 

el derecho a la consulta previa y amenazaban a las reservas territoriales para 

PIACI; sin embargo, mantenemos que sigue legalizando la deforestación21. 

A esta superposición de derechos se añade la planificación de infraestructura 

pública como factor de riesgo. El diseño de redes viales que atraviesan áreas 

de alta biodiversidad y vulnerabilidad social ha motivado la interposición de 

garantías constitucionales. En ese sentido, la reciente sentencia de la 

Segunda Sala Constitucional de Lima, con Exp. N.º 05506-2024, recaída en un 

proceso de cumplimiento, ordenó al Ministerio de Transportes y 

Comunicaciones (MTC) la exclusión inmediata de los trazos viales 

proyectados sobre áreas de protección estricta. Este mandato jurisdiccional 

detiene la ejecución de vías como la PE-5S o la Ruta 106, las cuales 

 
19 Servindi. (2022). Loreto: cuestionado gobierno regional organiza evento PIACI. Servindi - Servicios de Comunicación 

Intercultural. Recuperado de: https://www.servindi.org/actualidad-noticias/14/07/2022/loreto-gobierno-regional-

insiste-en-agenda-anti-indigena  
20 Instituto de Democracia y Derechos Humanos. (2024). Atención Estado peruano: La protección de los derechos 

humanos de los PIACI no puede quedar en el olvido. Recuperado de: https://idehpucp.pucp.edu.pe/boletin-

eventos/atencion-estado-peruano-la-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-los-piaci-no-puede-quedar-en-el-

olvido/ 
21 Ruiz Molleda, J. C. (2025). ¿Por qué la sentencia del Tribunal Constitucional sobre la Ley Antiforestal es un grave 

retroceso? Instituto de Defensa Legal. Recuperado de: https://www.idl.org.pe/por-que-la-sentencia-del-tribunal-

constitucional-sobre-la-ley-antiforestal-es-un-grave-retroceso/ 

https://www.servindi.org/actualidad-noticias/14/07/2022/loreto-gobierno-regional-insiste-en-agenda-anti-indigena
https://www.servindi.org/actualidad-noticias/14/07/2022/loreto-gobierno-regional-insiste-en-agenda-anti-indigena
https://idehpucp.pucp.edu.pe/boletin-eventos/atencion-estado-peruano-la-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-los-piaci-no-puede-quedar-en-el-olvido/
https://idehpucp.pucp.edu.pe/boletin-eventos/atencion-estado-peruano-la-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-los-piaci-no-puede-quedar-en-el-olvido/
https://idehpucp.pucp.edu.pe/boletin-eventos/atencion-estado-peruano-la-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-los-piaci-no-puede-quedar-en-el-olvido/
https://www.idl.org.pe/por-que-la-sentencia-del-tribunal-constitucional-sobre-la-ley-antiforestal-es-un-grave-retroceso/
https://www.idl.org.pe/por-que-la-sentencia-del-tribunal-constitucional-sobre-la-ley-antiforestal-es-un-grave-retroceso/
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representaban una amenaza directa a la integridad de la Reserva Territorial 

Kugapakori Nahua Nanti y la Reserva Yavarí Tapiche. 

La escalada de violencia y la muerte de líderes indígenas son la consecuencia 

directa de esta política sistemática de abandono territorial. Al negarse a 

categorizar oportunamente las reservas para los PIACI y retrasar la titulación 

de las comunidades nativas, el Estado peruano despoja de seguridad jurídica 

a vastas extensiones de la Amazonía, convirtiéndolas en tierra de nadie. En 

este escenario de desgobierno, las comunidades originarias y sus dirigentes 

quedan expuestos como el único y más frágil escudo de contención frente a 

las mafias madereras y del narcotráfico que buscan apoderarse de estos 

bosques. La sangre derramada de defensores ambientales en los últimos 

años22 demuestra que la vulnerabilidad de los PIACI y la de las comunidades 

colindantes están intrínsecamente ligadas; ambas son víctimas de un 

ecosistema de impunidad donde los mecanismos estatales de protección 

para defensores han desnudado falencias estructurales23, limitándose a 

ofrecer respuestas reactivas y burocráticas en lugar de garantizar una 

verdadera prevención basada en la seguridad territorial. 

Pero ante este abandono, la respuesta ha sido la autoorganización territorial 

y la judicialización de la seguridad. Por un lado, las organizaciones han 

llevado al Estado a los tribunales logrando que el Séptimo Juzgado 

Constitucional de Lima ordene al Ministerio del Interior (MININTER) y al 

Ministerio de Justicia aprobar lineamientos obligatorios para que la Policía 

Nacional brinde atención especializada a los defensores en riesgo, mientras 

se exige el fin de la impunidad en procesos emblemáticos como el caso 

Saweto. Por otro lado, las comunidades han activado sus propios sistemas 

de protección, como la Guardia Indígena del Pueblo Kakataibo en Yamino, 

 
22 Sobre la vulnerabilidad generada por la falta de seguridad jurídica territorial y el avance de las economías 

criminales, el caso más emblemático en la Amazonía peruana es el de la comunidad nativa Alto Tamaya - Saweto. 

Diversas investigaciones y organizaciones de derechos humanos coinciden en que la inacción del Estado y la 

demora de más de una década en la titulación de sus tierras permitieron la consolidación de la tala ilegal, 

culminando en el asesinato de cuatro líderes indígenas (Edwin Chota, Leoncio Quintisima, Jorge Ríos y Francisco 

Pinedo) en 2014, evidenciando que la falta de saneamiento territorial es el principal factor de riesgo letal para las 

comunidades. Referencia: OjoPúblico (2020). "Saweto: La violencia de la impunidad en la Amazonía". Recuperado 

de: https://ojo-publico.com/1525/saweto-la-violencia-la-impunidad-la-amazonia 
23 Diversas instituciones, como el Instituto de Democracia y Derechos Humanos de la PUCP (IDEHPUCP) y 

organizaciones indígenas (AIDESEP), han advertido reiteradamente que el "Mecanismo Intersectorial para la 

protección de personas defensoras de derechos humanos" adolece de un enfoque preventivo. La crítica central 

de la defensa legal indígena radica en que el Estado ofrece garantías policiales reactivas o burocráticas, pero se 

niega a resolver el problema estructural de fondo: el saneamiento y la seguridad territorial de las comunidades 

originarias y los PIACI. Referencia complementaria: IDEHPUCP. " Defensores ambientales en riesgo: la lucha por la 

justicia en el Perú". Recuperado de: https://idehpucp.pucp.edu.pe/boletin-eventos/cooperaccion-defensores-

ambientales-en-riesgo-la-lucha-por-la-justicia-en-el-peru/  

https://ojo-publico.com/1525/saweto-la-violencia-la-impunidad-la-amazonia
https://idehpucp.pucp.edu.pe/boletin-eventos/cooperaccion-defensores-ambientales-en-riesgo-la-lucha-por-la-justicia-en-el-peru/
https://idehpucp.pucp.edu.pe/boletin-eventos/cooperaccion-defensores-ambientales-en-riesgo-la-lucha-por-la-justicia-en-el-peru/
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quienes han sido capacitados en derechos PIACI y procedimientos legales, 

logrando acordar con la Policía Nacional ejecutar patrullajes conjuntos en 

zonas de invasión, e incluso evaluando denuncias penales por genocidio 

contra los invasores como el caserío Nuevo Pozuzo, que incursionen en 

territorios de aislados como el de la Reserva Kakataibo Sur. 

5. La desproporción presupuestal frente a las obligaciones de 

protección  

La materialización de los derechos fundamentales y la eficacia de las políticas 

públicas se encuentran intrínsecamente vinculadas a la asignación de 

recursos estatales. En lo que respecta a la tutela de los PIACI, el análisis de 

las partidas presupuestales evidencia una omisión sistemática traducida en 

una severa insuficiencia financiera. Para el año fiscal 2026, el Ministerio de 

Cultura24 sustentó una asignación de S/ 21.9 millones orientada a garantizar 

los derechos de una población que supera los 7 millones de ciudadanos 

indígenas y afrodescendientes25. Dicha cifra resulta materialmente 

desproporcionada frente a las exigencias operativas y logísticas que 

demanda la protección territorial, epidemiológica y sanitaria sobre millones 

de hectáreas en la Amazonía, reduciendo el marco normativo de protección 

a un nivel meramente declarativo. 

Esta insuficiencia material se evidencia con mayor gravedad al examinar los 

recursos asignados a la Dirección de Pueblos Indígenas en Aislamiento y 

Contacto Inicial (DACI). La evidencia documentada señala que dicha dirección 

requirió una ampliación presupuestal de S/ 709,200, un monto estrictamente 

operativo, para la reactivación y el fortalecimiento logístico de los puestos de 

control territorial. No obstante, el pliego sectorial del Ministerio de Cultura 

denegó la solicitud, argumentando la reasignación de fondos hacia otras 

emergencias nacionales, como la mitigación del fenómeno El Niño26. La 

asignación de partidas presupuestales deficitarias para la salvaguarda de 

estas poblaciones en extrema vulnerabilidad, en contraste con el 

financiamiento priorizado hacia el aparato administrativo central y la 

 
24 Ministerio de Cultura. (2025). Ministerio de Cultura sustentó ante el Congreso de la República el presupuesto para el 

sector en 2026. Plataforma digital única del Estado Peruano. Recuperado de: 

https://www.gob.pe/institucion/cultura/noticias/1269883-ministerio-de-cultura-sustento-ante-el-congreso-de-la-

republica-el-presupuesto-para-el-sector-en-2026  
25 Briceño, E. (2024). Organizaciones indígenas denuncian falta de presupuesto para la protección de pueblos en 

aislamiento. Convoca.pe. Recuperado de: https://convoca.pe/agenda-propia/organizaciones-indigenas-denuncian-

falta-de-presupuesto-para-la-proteccion-de-pueblos  
26 Idem 

https://www.gob.pe/institucion/cultura/noticias/1269883-ministerio-de-cultura-sustento-ante-el-congreso-de-la-republica-el-presupuesto-para-el-sector-en-2026
https://www.gob.pe/institucion/cultura/noticias/1269883-ministerio-de-cultura-sustento-ante-el-congreso-de-la-republica-el-presupuesto-para-el-sector-en-2026
https://convoca.pe/agenda-propia/organizaciones-indigenas-denuncian-falta-de-presupuesto-para-la-proteccion-de-pueblos
https://convoca.pe/agenda-propia/organizaciones-indigenas-denuncian-falta-de-presupuesto-para-la-proteccion-de-pueblos
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infraestructura turística, constata una desprotección institucional 

sistemática. Esta disparidad en la calidad del gasto público desnaturaliza la 

obligación ineludible del Estado de garantizar los derechos a la vida y al 

territorio de los PIACI, configurando una ineficacia estructural en la aplicación 

de la ley. 

Elaboración propia 

Esta severa restricción presupuestal configura un debilitamiento 

institucional que, en la práctica, perpetúa la ineficacia administrativa y 

vulnera la integridad de las reservas, facilitando la incursión de economías 

ilícitas y extractivas. Al omitir el financiamiento de acciones logísticas 

indispensables para el patrullaje territorial, el Estado materializa una 

transferencia de facto de sus obligaciones constitucionales de seguridad 

hacia las propias comunidades. En este escenario de omisión estatal, las 

Indicador 

Presupuestal (Año 

fiscal 2026) 

Monto (Soles) Impacto Institucional y 

Territorial 

Presupuesto 

Institucional del 

Sector Cultura 

S/ 826.8 Millones Evidencia una concentración 

del gasto público orientada a 

la administración central y a 

la gestión del patrimonio 

monumental. 

Asignación para la 

garantía de 

derechos indígenas 

(Aprox. 7 millones 

de personas) 

S/ 21.9 Millones Equivale a una asignación per 

cápita inferior a S/ 3.00 

anuales. Resulta 

materialmente insuficiente 

para sostener la operatividad 

logística y el patrullaje 

territorial efectivo. 

Solicitud de 

ampliación 

presupuestal de la 

DACI (Puestos de 

control territorial) 

S/ 709,200 Requerimiento operativo 

denegado por el pliego 

sectorial. Evidencia una 

desatención institucional 

frente a la magnitud de las 

amenazas y economías 

ilícitas en las reservas. 
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organizaciones indígenas han asumido la defensa de sus territorios a través 

del ejercicio legítimo de la autotutela. Actualmente, son los propios pueblos 

originarios, mediante la conformación de los Comités de Vigilancia y Control 

Forestal Comunitario (CVCFC) en el corredor Pano Arawak o el despliegue 

operativo de la Guardia Indígena Kakataibo en sectores invadidos de 

Aguaytía, quienes garantizan la protección de estas áreas. Frente al reiterado 

incumplimiento de las autoridades competentes, estas experiencias de 

autodefensa logran operar y sostenerse exclusivamente gracias a la 

autoorganización comunitaria y a la articulación estratégica con la sociedad 

civil y la cooperación internacional. 

6. Iniciativas normativas contrarias a los derechos PIACI: el 

Proyecto de Ley 12215/2025-CR 

El balance a las dos décadas de vigencia de la Ley PIACI requiere un análisis 

del activismo legislativo y subnacional orientado a la flexibilización de su 

marco tuitivo. Si bien el Proyecto de Ley 3518/2022-CR —identificado por las 

organizaciones indígenas como una iniciativa regresiva— fue archivado 

debido a la interlocución de AIDESEP y la vigilancia de organismos 

internacionales, la pretensión de reforma normativa persistió mediante 

nuevas propuestas de ley. 

Este fenómeno de regresión normativa se sustenta en una narrativa que 

cuestiona la existencia misma de las poblaciones en aislamiento, 

calificándolas como una “invención” destinada a paralizar inversiones 

extractivas. Esta postura, analizada por la abogada Maritza Quispe del 

Instituto de Defensa Legal, argumenta que el ataque al marco tuitivo de la 

Ley PIACI no solo busca el acceso a recursos naturales, sino que además 

intenta imponer un estándar de prueba de existencia material imposible de 

cumplir para pueblos cuya estrategia de supervivencia es, precisamente, el 

no contacto.27 Al pretender trasladar la facultad de reconocimiento de los 

PIACI desde el Ministerio de Cultura hacia los Gobiernos Regionales, como 

proponía el archivado Proyecto de Ley 3518/2022-CR, se buscaba someter un 

derecho fundamental a criterios de oportunidad política y económica de las 

 
27Quispe, M. (2022). ¿No existen pueblos en aislamiento en Perú? Instituto de Defensa Legal. Recuperado de: 

https://www.idl.org.pe/no-existen-pueblos-en-aislamiento-en-peru/ 

https://www.idl.org.pe/no-existen-pueblos-en-aislamiento-en-peru/


13 

autoridades locales, vulnerando el principio de progresividad de los derechos 

humanos 

Recientemente, en agosto de 2025, se presentó en el Congreso de la 

República el Proyecto de Ley 12215/2025-CR, de autoría del congresista Juan 

Carlos Mori Celis. Esta iniciativa proponía condicionar la intangibilidad de las 

reservas a procesos de reevaluación periódica, lo que representaba un riesgo 

para la continuidad de la protección de los pueblos en aislamiento. Frente a 

esta propuesta, la Coordinadora Regional de Pueblos Indígenas de AIDESEP 

Atalaya (CORPIAA) y el IDL presentaron un informe jurídico28 especializado 

ante la Comisión de Pueblos Andinos, Amazónicos y Afroperuanos, Ambiente 

y Ecología (CPAAAAE). Dicha argumentación técnica contribuyó al dictamen 

de archivamiento en septiembre de 2025 y a su archivo definitivo el 3 de 

marzo de 2026, neutralizando la regresión normativa. 

Esta defensa legal en el ámbito interno fue fortalecida mediante la activación 

de mecanismos internacionales de protección. Ante la recurrencia de 

iniciativas legislativas de esta naturaleza, la Relatoría Especial sobre los 

derechos de los Pueblos Indígenas de las Naciones Unidas se pronunció 

sobre el riesgo que estas reformas suponían para las obligaciones 

internacionales del Estado peruano, particularmente respecto al principio de 

no regresividad de los derechos humanos y las garantías de no repetición. 

En suma, la justicia constitucional ha ratificado la prevalencia de los derechos 

fundamentales sobre las decisiones de los gobiernos locales. En mayo de 

2025, el Tribunal Constitucional (Expediente N.º 00019-2023-AI/TC) declaró 

fundada la demanda de inconstitucionalidad interpuesta por el Colegio de 

Sociólogos, proceso en el cual AIDESEP y el IDL participaron en calidad de 

litisconsortes facultativos29. Al expulsar dicha ordenanza del sistema jurídico, 

el Colegiado sentó un precedente sustancial en el que reconoce que las 

autoridades subnacionales carecen de competencia para desconocer el 

marco tuitivo de los PIACI o someter a criterios de oportunidad política el 

reconocimiento de su existencia, blindando así el derecho a la vida y a la 

integridad territorial frente a los intereses de turno. 

 
28 Instituto de Defensa Legal. (2025). Informe jurídico demuestra que el Proyecto de Ley 12215/2025-CR que vulnera a 

pueblos indígenas en aislamiento es inconstitucional. IDL. Recuperado de: https://www.idl.org.pe/informe-juridico-

demuestra-que-el-proyecto-de-ley-12215-2025-cr-que-vulnera-a-pueblos-indigenas-en-aislamiento-es-

inconstitucional/ 
29 Instituto de Defensa Legal. (2025). TC declara inconstitucional ordenanza municipal que negaba la existencia de 

pueblos indígenas en aislamiento. Recuperado de: https://www.idl.org.pe/tc-declara-inconstitucional-ordenanza-

municipal-que-negaba-la-existencia-de-piaci-pueblos-indigenas-en-aislamiento/ 

https://www.idl.org.pe/informe-juridico-demuestra-que-el-proyecto-de-ley-12215-2025-cr-que-vulnera-a-pueblos-indigenas-en-aislamiento-es-inconstitucional/
https://www.idl.org.pe/informe-juridico-demuestra-que-el-proyecto-de-ley-12215-2025-cr-que-vulnera-a-pueblos-indigenas-en-aislamiento-es-inconstitucional/
https://www.idl.org.pe/informe-juridico-demuestra-que-el-proyecto-de-ley-12215-2025-cr-que-vulnera-a-pueblos-indigenas-en-aislamiento-es-inconstitucional/
https://www.idl.org.pe/tc-declara-inconstitucional-ordenanza-municipal-que-negaba-la-existencia-de-piaci-pueblos-indigenas-en-aislamiento/
https://www.idl.org.pe/tc-declara-inconstitucional-ordenanza-municipal-que-negaba-la-existencia-de-piaci-pueblos-indigenas-en-aislamiento/
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7. Conclusiones: de la desprotección estructural al litigio 

constitucional estratégico 

A dos décadas de la promulgación de la Ley PIACI, el balance exige transitar 

del diagnóstico de la omisión estatal hacia una estrategia de exigibilidad 

jurídica basada en los siguientes ejes: 

• Superación de las fallas estructurales del sistema de protección: 

el diseño procedimental y la composición actual de la Comisión 

Multisectorial han ralentizado el reconocimiento de derechos 

territoriales. No obstante, el movimiento indígena y su defensa técnica 

han consolidado una capacidad de respuesta procesal que permite 

cuestionar decisiones administrativas vulneratorias mediante 

recursos de nulidad y procesos de control constitucional. 

• Responsabilidad por omisión estatal y debida diligencia. El 

incumplimiento prolongado de mandatos judiciales y la falta de 

prevención ante la incursión de economías ilícitas en reservas en 

trámite trascienden la ineficacia administrativa. Estas omisiones 

configuran responsabilidad funcional y comprometen la 

responsabilidad internacional del Estado peruano por inobservancia 

del deber de debida diligencia en la protección del derecho a la vida 

de poblaciones en situación de extrema vulnerabilidad. 

• La internacionalización de la defensa territorial ante la CIDH. Ante 

la inoperancia de los mecanismos internos, las organizaciones 

indígenas han liderado el escalamiento de la defensa de los PIACI hacia 

el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH). Un hito 

reciente es la Resolución 13/2026 de la CIDH, obtenida mediante el 

liderazgo de AIDESEP, ORAU y FENACOKA, que otorga medidas 

cautelares urgentes a favor del pueblo Kakataibo en situación de 

aislamiento30. Esta decisión internacional evidencia el déficit estatal 

frente a la deforestación y el narcotráfico en la Reserva Indígena 

Kakataibo Norte y Sur. Asimismo, pone de manifiesto la contradicción 

entre los compromisos de financiamiento internacional para la 

conservación de bosques y la actuación de los sectores estatales que 

bloquean la creación de reservas en el ámbito multisectorial. 

 
30 Asociación Interétnica de Desarrollo de la Selva Peruana [AIDESEP]. (2026). Organizaciones indígenas logran 

medidas cautelares para proteger a la Reserva Indígena Kakataibo ante graves amenazas a su territorio. Recuperado de: 

https://aidesep.org.pe/noticias/organizaciones-indigena-logran-medidas-cautelares-para-proteger-a-la-reserva-

indigena-kakataibo-ante-graves-amenazas-a-su-territorio/ 

https://aidesep.org.pe/noticias/organizaciones-indigena-logran-medidas-cautelares-para-proteger-a-la-reserva-indigena-kakataibo-ante-graves-amenazas-a-su-territorio/
https://aidesep.org.pe/noticias/organizaciones-indigena-logran-medidas-cautelares-para-proteger-a-la-reserva-indigena-kakataibo-ante-graves-amenazas-a-su-territorio/
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• Hacia el enfoque de Corredores Territoriales. La protección efectiva 

requiere superar la gestión fragmentada del territorio. El 

reconocimiento material de bloques ecológicos continuos, como el 

Corredor Territorial Pano Arawak, se proyecta como el estándar 

necesario para garantizar la conectividad ecosistémica, sostener el 

principio de no contacto y fortalecer la gobernanza territorial a través 

de las guardias indígenas. 

En última instancia, la operatividad de la Ley 28736 depende hoy de la 

resistencia territorial de las organizaciones representativas y de la 

consolidación de una estrategia de litigio constitucional que garantice el 

cumplimiento efectivo de las obligaciones convencionales del Estado. 
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